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Unida de Aragón, al Proyecto de Ley de medidas fis-
cales y administrativas de la Comunidad Autónoma de 
Aragón, y publicadas en el BOCA núm. 287, de 3 de 
diciembre de 2014.
	 Se ordena la publicación de este acuerdo en el Bo-
letín Oficial de las Cortes de Aragón, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 111.1 del Reglamento 
de la Cámara.

	 Zaragoza, 4 de diciembre de 2014.

El Presidente de las Cortes
JOSÉ ÁNGEL BIEL RIVERA

1.4. PROCEDIMIENTOS LEGISLATIVOS 
ESPECIALES
1.4.2. LECTURA ÚNICA ESPECIAL
1.4.2.2. EN TRAMITACIÓN

Proyecto de Ley de Medidas para la 
efectiva integración del Consorcio 
Aragonés Sanitario de Alta Resolu-
ción en el Servicio Aragonés de Sa-
lud.

PRESIDENCIA DE LAS CORTES DE ARAGÓN

	 La Mesa de las Cortes, en sesión celebrada el día 
10 de diciembre de 2014, ha admitido a trámite el 
Proyecto Ley de Medidas para la efectiva integración 
del Consorcio Aragonés Sanitario de Alta Resolución 
en el Servicio Aragonés de Salud.
	 Asimismo, y de conformidad con lo establecido 
en el artículo 154.1 del Reglamento de la Cámara, 
la Mesa, de acuerdo con la Junta de Portavoces, en 
sesión conjunta celebrada el día 10 de diciembre de 
2014 ha acordado la tramitación de este Proyecto de 
Ley directamente, en lectura única especial.
	 Las señoras y señores Diputados y los Grupos Parla-
mentarios disponen hasta las 18.30 horas del día 16 de 
diciembre de 2014 para presentar enmiendas al citado 
Proyecto de Ley, cuyo texto se inserta a continuación.
	 Se ordena su publicación en el Boletín Oficial de las 
Cortes de Aragón, en cumplimiento con lo establecido 
en el artículo 122.2 del Reglamento de la Cámara.

	 Zaragoza, 10 de diciembre de 2014.
El Presidente de la Cortes
JOSÉ ÁNGEL BIEL RIVERA

Proyecto de Ley de Medidas
para la efectiva integración
del Consorcio Aragonés Sanitario
de Alta Resolución en el Servicio 
Aragonés de Salud

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

	 Con arreglo al artículo 71. 55ª del Estatuto de 
Autonomía de Aragón, corresponde a la Comunidad 

Autónoma de Aragón la competencia exclusiva en 
materia de sanidad y salud pública, en especial, la 
organización, el funcionamiento, la evaluación, la 
inspección y el control de centros, servicios y estable-
cimientos sanitarios.
	 Asimismo, de conformidad con el artículo 62.3 del 
Estatuto de Autonomía de Aragón la Administración 
Pública Aragonesa ajustará su actividad a los princi-
pios de eficacia, eficiencia, racionalización, transpa-
rencia y servicio efectivo a los ciudadanos.
	  La ley 5/2012, de 7 de junio, de Estabilidad 
Presupuestaria de Aragón, señala como uno de sus 
objetivos el de la eficiencia en la asignación y utiliza-
ción de los recursos públicos, a través de la ejecución 
de políticas de racionalización del gasto tendentes 
a simplificar y evitar duplicidades en las estructuras 
administrativas y a mejorar e incentivar la calidad y 
la productividad en el Sector Público.
	 El Consorcio Aragonés Sanitario de Alta Resolu-
ción (Consorcio) es una entidad jurídica pública, de 
carácter asociativo y voluntario, con personalidad 
jurídica propia e independiente de la de sus miem-
bros, y plena capacidad de obrar que se constituyó 
por modificación y ampliación del anterior Consorcio 
Hospitalario de Jaca, mediante un convenio de cola-
boración que suscribieron el 4 de octubre de 2006 
el Gobierno de Aragón, los Ayuntamientos de Ejea 
de los Caballeros, Jaca, Fraga y Tarazona y «MAZ» 
Mutua de Accidentes de Trabajo y Enfermedades 
Profesionales de la Seguridad Social número 11. Se 
configura como una entidad del Sistema de Salud de 
Aragón, conforme a lo previsto en el artículo 25 de 
la Ley 6/2002, de 15 de abril, de Salud de Aragón, 
que tiene por objeto dirigir y coordinar la gestión de 
los centros, servicios y establecimientos de protección 
de la salud, y de la atención sanitaria, comprometi-
dos en su área territorial de actuación. 
	 El Consorcio, y el Hospital de Jaca en particular, 
han sido objeto de numerosos debates, comparecen-
cias, preguntas parlamentarias, proposiciones no de 
ley e interpelaciones en las Cortes de Aragón, tanto 
en Sesiones Parlamentarias como en la Comisión de 
Sanidad, teniendo todos ellos como denominador 
común la posible integración del Consorcio en el 
Servicio Aragonés de Salud (SALUD). Pero no ha sido 
hasta la presente legislatura que se ha realizado un 
estudio completo de la situación de los cuatro centros 
integrantes del Consorcio, considerando los aspectos 
asistenciales, técnicos, jurídicos, económicos y de re-
cursos humanos, con objeto de que a la luz de los 
datos se tome la decisión oportuna respecto a la inte-
gración de este Consorcio dentro de la red del SALUD 
o que mantenga su marco normativo actual. 
	 Si bien la creación del Consorcio en sus orígenes 
pudo suponer una experiencia novedosa, tratando 
de superar algunas limitaciones en los sistemas tra-
dicionales de gestión, la consecuencia actual es que 
en una parte del territorio se mantienen dos entida-
des proveedoras de servicios sanitarios públicos, el 
Servicio Aragonés de Salud y el Consorcio, lo que 
no significa necesariamente una mejor atención sino 
una duplicidad de recursos que, en caso de mal 
uso, no solo elevan el coste de la asistencia sino que 
puede producir efectos adversos para la salud de la 
población atendida, por la repetición de consultas y 
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pruebas diagnósticas. La unificación de los recursos 
existentes en ambas entidades permitiría una gestión 
diferente y más eficiente, manteniendo la actividad y 
redistribuyendo los recursos sin las limitaciones que la 
existencia de una gestión dividida ha ocasionado en 
estos años. 
	 Entre los beneficios esperados de una integración 
del Consorcio con el Servicio Aragonés de Salud, 
cabe destacar, sin ánimo de exhaustividad, la mejora 
de la calidad asistencial mediante la unificación de 
protocolos para reducir la variabilidad injustificada 
en la práctica clínica; el acceso a una historia clínica 
única y la consulta directa de resultados de pruebas 
complementarias; la existencia de un punto de infor-
mación común para citaciones y gestiones; la mayor 
facilidad para la formación continuada del personal 
y su especialización funcional; y una mejora en la 
eficiencia por la unificación de Servicios (Asistencia-
les, Logística, Nóminas, Servicios Jurídicos, Compras, 
Recursos Humanos, Gerencia, etc.) y la economía de 
escala en las compras.
	 El Consejo Rector del Consorcio, en su reunión de 
3 de octubre de 2013, acordó por unanimidad la 
disolución del Consorcio, sin perjuicio de que, como 
dispone el artículo 28 de sus Estatutos, el proceso 
de disolución y liquidación del Consorcio no podrá 
suponer la paralización, la suspensión o la no pres-
tación de los servicios asistenciales, sanitarios y que 
éste lleve a cabo. Corresponde al Departamento res-
ponsable de Salud adoptar las medidas necesarias 
para garantizar la continuidad de estos servicios, sin 
perjuicio de mantener el carácter autónomo del Con-
sorcio hasta el momento de su total liquidación.
	 La disolución y liquidación del Consorcio está tam-
bién en consonancia con las medidas de racionali-
zación propuestas por la Comisión para la Reforma 
de las Administraciones Públicas, para dotar a la Ad-
ministración del tamaño, eficiencia y flexibilidad que 
demandan los ciudadanos y la economía del país.
	 Si bien ya la Ley 2/2014, de 23 de enero, de 
Medidas Fiscales y Administrativas de la Comunidad 
Autónoma de Aragón estableció en su disposición 
adicional séptima que la extinción del Consorcio 
Aragonés Sanitario de Alta Resolución supondrá la 
subrogación de la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Aragón en el conjunto de relaciones 
jurídicas, administrativas, civiles y mercantiles del 
mismo, resulta necesario para la efectiva extinción 
del Consorcio completar lo dispuesto en dicha Ley, 
estableciendo por una parte la fecha efectiva para el 
cese de actividad del Consorcio, con la consiguiente 
integración de esa actividad con la del resto de cen-
tros sanitarios de la Comunidad Autónoma y la subro-
gación de derechos y obligaciones, y, por otra parte, 
la condición en que queda el personal del Consorcio 
tras la subrogación en sus contratos de trabajo por la 
Administración.
	 Así, en primer lugar, la presente Ley establece 
como fecha para el cese de la actividad del Con-
sorcio y la integración de su actividad en la admi-
nistración sanitaria de la Comunidad Autónoma, el 
1 de enero de 2015, con objeto de facilitar tanto 
la gestión económica y presupuestaria de la propia 
administración como de los proveedores y terceros 
en general, al hacer coincidir el cambio de titular con 

la fecha de finalización del ejercicio presupuestario 
y con la del ejercicio fiscal de la mayor parte de las 
empresas.
	 En cuanto al personal del Consorcio, la Ley trata 
de conjugar el derecho de los trabajadores del Con-
sorcio al mantenimiento de sus condiciones laborales 
en el cambio de empresa, con el necesario respeto a 
los principios de igualdad, mérito, capacidad y pu-
blicidad en el acceso a la condición de empleado 
público, que quedan recogidos en la Ley 7/2007, de 
12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público 
y en la Ley 55/2003, de 16 de diciembre, del Esta-
tuto Marco del personal estatutario de los servicios de 
salud

	 Artículo único.— Integración del Consorcio Ara-
gonés Sanitario de Alta Resolución en el Servicio Ara-
gonés de Salud.
	 1. Con efectos de 31 de diciembre de 2014 el 
Consorcio Aragonés Sanitario de Alta Resolución ce-
sará en su actividad, de conformidad con lo estable-
cido en sus Estatutos. A partir de 1 de enero de 2015 
el Servicio Aragonés de Salud quedará subrogado en 
todos los derechos y obligaciones del Consorcio.
	 2. La incorporación al Servicio Aragonés de Salud 
del personal laboral con contrato de duración indefi-
nida procedente del Consorcio, se realizará en pla-
zas con la condición de «a extinguir» manteniendo 
el mismo régimen jurídico que dio origen a su con-
tratación. Este personal no podrá participar en los 
procedimientos de acceso a la condición de personal 
estatutario que se convoquen de acuerdo con lo dis-
puesto en la DA 5ª de la Ley 55/2003, de 16 de 
diciembre, del Estatuto Marco del personal estatutario 
de los servicios de salud, ni en los concursos de trasla-
dos o procesos de movilidad de cualquier naturaleza 
que se convoquen para personal laboral, funcionario 
o estatutario.
	 3. El personal laboral fijo contratado por la extinta 
Fundación Pública del Hospital Municipal de Jaca, e 
incorporado con posterioridad al Consorcio, se in-
tegrará en la condición de personal laboral fijo del 
Servicio Aragonés de Salud, y podrá optar volunta-
riamente a la integración en la condición de perso-
nal estatutario en los procesos que se convoquen al 
amparo de lo dispuesto en la Disposición Adicional 
Quinta de la Ley 55/2003, de 16 de diciembre, del 
Estatuto Marco del personal estatutario de los servi-
cios de salud.
	 4. El personal laboral temporal que en la fecha 
de cese de actividad se encuentre prestando servicios 
en los centros del Consorcio, continuará prestando 
dichos servicios sin solución de continuidad en los 
mismos centros y en la misma modalidad del contrato 
laboral de origen.
	 5. El Servicio Aragonés de Salud elaborará un 
Plan de Empleo para asegurar que el desarrollo de 
este proceso se realiza sin afección de la asistencia 
sanitaria a la población.

	 Disposición adicional única.— Modificacio-
nes presupuestarias.
	 Por el Departamento de Hacienda y Administra-
ción Pública se efectuarán las modificaciones presu-
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puestarias necesarias para dar cumplimiento a lo es-
tablecido en esta Ley.

	 Disposición final primera.— Habilitación 
para el desarrollo reglamentario.
	 El Gobierno de Aragón y el Consejero competente 
en materia de Sanidad dictarán, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, las disposiciones necesa-
rias para el desarrollo y aplicación de lo dispuesto en 
esta Ley.

	 Disposición final segunda.— Entrada en vi-
gor.
	 Esta ley entrará en vigor el día siguiente al de su 
publicación en el Boletín Oficial de Aragón.

1.4.5. PROCEDIMIENTOS LEGISLATIVOS ANTE 
LAS CORTES GENERALES
1.4.5.1. APROBADO

Aprobación por el Pleno de las Cortes 
de la Proposición de Ley por la que se 
modifica el Código Civil en relación con 
el estatuto personal y vecindad civil.

PRESIDENCIA DE LAS CORTES DE ARAGÓN

	 El Pleno de las Cortes, en sesión celebrada los días 
4 y 5 de diciembre de 2014, ha aprobado la Propo-
sición de Ley por la que se modifica el Código Civil 
en relación con el estatuto personal y vecindad civil, a 
presentar ante la Mesa del Congreso de los Diputados, 
con el texto que se inserta a continuación. 
	 Se ordena su publicación, de conformidad de lo 
dispuesto en el artículo 111.1 del Reglamento de la 
Cámara.

	 Zaragoza, 4 de diciembre de 2014.

El Presidente de las Cortes
JOSÉ ÁNGEL BIEL RIVERA

Proposición de Ley por la que se modifica
el Código Civil en relación con el estatuto 
personal y vecindad civil

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

	 En el Derecho romano solo eran plenamente ca-
paces quienes estaban en posición superior en los 
tres estados —status libertatis, familiae y civitatis—, 
al ser libres, paterfamilias y ciudadanos romanos. 
En el Derecho español actual, la Ley de Registro Ci-
vil reconoce la importancia de los estados civiles, y 
entre ellos se refiere a la nacionalidad y a la vecin-
dad civil. La existencia al lado del Derecho común 
de comunidades autónomas con derechos forales 
o especiales como Aragón, Cataluña o Navarra, 
hace necesario precisar cómo deben resolverse los 

conflictos sobre el estatuto personal de los ciudada-
nos de cada una de ellas. Hay que partir de que 
los nacionales españoles tienen una vecindad civil, 
pero solo una, no siendo posible la doble vecindad, 
de modo que la adquisición de una determina la 
pérdida de la que se tenía. Si se adquiere la vecin-
dad catalana o navarra se pierde la aragonesa, y 
viceversa.
	 Aunque la Constitución Española atribuye en el 
artículo 149.1.8 a las comunidades autónomas la 
conservación, modificación y desarrollo de los dere-
chos civiles, forales o especiales allí donde existan, 
como sucede con el Derecho Foral Aragonés, hay 
también una reserva y competencia exclusiva del 
Estado para resolver los conflictos de leyes interre-
gionales que puedan existir. El Tribunal Supremo en 
sentencias reiteradas (28-1-2000 y 14-9-2009) ha 
declarado que las normas sobre vecindad civil tie-
nen naturaleza imperativa, de modo que la adqui-
sición, pérdida y cambio de vecindad se rigen por 
las normas establecidas en el Título Preliminar del 
Código Civil.
	 El Código Civil, en sus artículos 9 y 16, establece 
que la ley personal regirá la capacidad y el estado 
civil, los derechos y deberes de familia y la suce-
sión por causa de muerte, y que será ley personal 
la determinada por la vecindad civil. Precisamente 
por ello, el aragonés puede utilizar su Derecho Fo-
ral con instituciones tan queridas como la viudedad 
universal, el pacto sucesorio o la fiducia.
	 Pero es el artículo 14 la norma fundamental en la 
materia, al decir que la vecindad civil se adquiere 
por nacimiento, por «residencia continuada durante 
dos años, siempre que el interesado manifieste ser 
esa su voluntad; y por residencia continuada de 
diez años, sin declaración en contrario durante ese 
plazo. Ambas declaraciones se harán constar en el 
Registro Civil y no necesitan ser reiteradas. En caso 
de duda prevalecerá la vecindad civil que corres-
ponda al lugar de nacimiento».
	 La adquisición y correlativa pérdida de la ve-
cindad civil como consecuencia de residencia 
continuada durante dos años, con manifestación 
expresa, parece perfectamente lógica, puesto que 
existe una declaración personal inequívoca, que 
necesariamente debe respetarse. No puede decirse 
lo mismo del segundo caso, pareciendo excesivo 
que se pierda la vecindad por la simple residencia 
continuada de diez años, sin declaración en con-
trario del interesado. El cambio de la vecindad civil 
se produce automáticamente por el cambio de resi-
dencia, pero no hay ninguna averiguación sobre si 
quiere o no cambiar su régimen jurídico y estatuto 
personal. Se llega a un resultado que, en muchos 
casos, el interesado nunca pensó ni quiso, al no 
prever un cambio de régimen jurídico y una pérdida 
de su vecindad civil de siempre.
	 Con la norma de los diez años se prescinde de 
la voluntad del interesado, interpretándose que la 
residencia conduce «ipso iure» a un cambio de ve-
cindad, frente a opiniones doctrinales y jurispruden-
ciales, que entienden necesaria, por respeto a la 
libertad individual, una manifestación clara e indis-
cutible, en el sentido de querer obtener una nueva 
vecindad, con pérdida de la anterior.


